En la Ciudad de Mar del Plata, a los 15 días del mes de julio del año dos mil ocho, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa A-302-MP0 “CONSORCIO EDIFICIO BOULEVARD MARÍTIMO PATRICIO PERALTA RAMOS C/ EDIFICIO SEA VIEW S.A. Y OTRO S/ AMPARO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El entonces titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 4 del Depto. Judicial de Mar del Plata, dictó sentencia desestimando la acción de amparo deducida (fs. 1058/1062), por la que se pretendía: (a) la paralización de la construcción del edificio sito en la calle Boulevard Patricio Peralta Ramos n° 5.915 de Mar del Plata; (b) la restitución del entorno a su estado anterior al dictado de la Ordenanza n° O-12216 de fecha 22 de febrero de 2007; c) en defecto de dichas pretensiones, la indemnización del daño ocasionado; d) una indemnización de $ 300.000 –o lo que en más o en menos resultare de pericial- en concepto de pérdida del valor venal de los inmuebles por el deterioro de la calidad ambiental; e) el dictado de una medida cautelar que ordenare la inmediata suspensión de la construcción.

II. A fs. 1072/1081, el amparista impetró recurso de apelación solicitando a la alzada se revoque la sentencia apelada.  

III. El juez de grado concedió el recurso interpuesto (fs. 1086) y ordenó correr traslado a las partes contrarias por el término de dos días (fs. 1088), réplicas que lucen agregadas a fs. 1089/1094 y 1096/1101.

IV. Las actuaciones fueron elevadas a la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial de Mar del Plata (fs. 1107), la que resolvió a fs. 1109/1112 que la materia que se ventila en el sub-examine integra la competencia contencioso administrativa y que, en consecuencia, debe ser resuelta por la alzada de este fuero. Por lo tanto, se remitieron las actuaciones a la Cámara Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de La Plata (fs. 1120 vta.), y luego fueron recibidas en esta alzada en virtud de lo dispuesto por la Resolución n° 24/2008 de la S.C.B.A. (fs. 1121).

Puestos los autos para SENTENCIA corresponde plantear las siguientes

CUESTIONES

1. ¿Resulta competente esta alzada para resolver el recurso de apelación incoado por la amparista?


En caso afirmativo,


2. ¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto?

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

Daré respuesta afirmativa al primer interrogante.


Mediante la presente se persigue obtener la paralización de las obras de construcción del edificio ubicado en la calle Boulevard Marítimo Patricio Peralta Ramos n° 5.915 de la ciudad de Mar del Plata y la indemnización de los eventuales daños derivados por el denunciado impacto urbano-ambiental del proyecto.


A tal fin, bajo el fundamento del quebrantamiento del ordenamiento jurídico ambiental, se persigue la paralización de obras autorizadas por una Ordenanza municipal a la que se impugna por inconstitucional. Así, la pretensión se endereza a impedir que la conducta habilitada por una norma municipal –construcción de un edificio- sea llevada a cabo por el sujeto al que se le otorgara la correspondiente autorización. 

Tal objeto procesal descarta la configuración de la acción originaria de inconstitucionalidad (arg. doct. S.C.B.A. causa B. “Chiappari” 68.229, res. de 15-VII-2005) y además encuadra en una temática –la urbanística- regida primordialmente por el derecho administrativo (art. 2 “in fine” ley 12.008 t.o. ley 13.101).

Por tanto, de conformidad con lo previsto por el art. 19 de la ley 7166, corresponde a esta Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo entender en el recurso incoado por la accionada.


Voto por la afirmativa (art. 19 ley 7166).


La señora juez doctora Sardo, con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota la misma cuestión por la afirmativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:


I.1. El entonces titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial n° 4 del Depto. Judicial Mar del Plata, desestimó la acción de amparo promovida. 

Para así decidirlo, consideró esencial analizar en primer término, la legitimación del Consorcio accionante para deducir la pretensión ejercida.

En tal parcela, remarcó la necesidad de reparar en la ley 13.512 donde se fija “que el ámbito de actuación del administrador consorcial se encuentra circunscripto a aquellas cuestiones atinentes al funcionamiento y conservación del edificio de propiedad común”.

Agregó que, sea que se adscriba a la teoría del mandato o a la del órgano, lo cierto es que no resulta posible dar cabida al actuar procesal de la  Administración del Consorcio cuando importe el ejercicio de derechos que excedan el marco de la gestión que legal y estatutariamente le es acordada, trascendiendo hacia derechos de índole personal de cada uno de los copropietarios.

Concluyó que correspondía desestimar la legitimación invocada por el ente accionante a través de su representante.

A lo anterior adunó, con fundamento en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, que para la procedencia de la acción de amparo la arbitrariedad o ilegalidad del acto contra la que aquélla se dirige debe evidenciarse en forma manifiesta, o sea de un modo descubierto, patente, claro, ostensible, palmario o notorio y que la exteriorización que no revista esa indiscutible patencia y que en todo caso pueda resultar meramente opinable, excluye el carácter manifiesto de la arbitrariedad o ilegalidad y por ende, la viabilidad del amparo.

Consideró, con sustento en citas jurisprudenciales, que el amparo es un proceso excepcional, utilizable en delicadas y extremas situaciones en las que por carencia de otras vías aptas, peligra la salvaguarda de derechos fundamentales, y exige circunstancias muy particulares caracterizadas por la presencia de arbitrariedad o ilegalidad manifiestas que, ante la ineficacia de los procedimientos ordinarios, originan un daño concreto y grave, sólo eventualmente reparable por esta vía urgente y expeditiva. Agregó que la generalización y aplicación de la acción de amparo a cuestiones que claramente la exceden debe ser evitada, ya que eso incide en su transformación y trae aparejado que pierda su real esencia y razón de ser, afectándolo seriamente, en la medida que se permita subsumir en sus previsiones conflictos para los que no ha sido previsto.

Puntualizó que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en un caso de gran similitud con el analizado, dejó en claro que la acción de amparo no constituye la vía idónea para dilucidar el sentido último de preceptos legales complejos y encontrados como son las diversas disposiciones del Código de Planeamiento Urbano de la Ciudad de Buenos Aires ni para remediar todos los males que pueden surgir del desconocimiento del derecho de propiedad. Recordó que en dicho precedente, el máximo Tribunal federal sostuvo la inadmidibilidad de la acción de amparo tendientes a impugnar el acto por el cual se revocó el proyecto de construcción de un edificio por no adecuarse su altura y volumen de la obra a las disposiciones del Código de Planeamiento Urbano, cuando tal cuestión sólo puede dilucidarse mediante la correspondiente pericia, pues de otra manera se desnaturalizaría la vía del amparo, concebida para tutelar de manera efectiva e inmediata la violación palmaria de los derechos humanos y las garantías constitucionales.

Sostuvo que, como se manifiesta en el caso analizado, cuando las circunstancias atinentes al derecho reclamado revisten una complejidad técnica de tal magnitud, queda descartada de plano la configuración de una arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, lo que lleva ineludiblemente al rechazo de tan particular pretensión, quedando para los legitimados la posibilidad de ocurrir por las vías procesales regulares a fin de obtener el resguardo del derecho invocado.

Precisó que el supuesto en análisis demuestra a las claras que la cuestión debatida trasciende el marco de lo manifiesto, y que se impone un trabajado y concienzudo estudio del complejo marco fáctico–técnico–jurídico implicado en la causa, dando acabada cuenta de ello el profuso desarrollo que mereció la propia accionante al plantear la demanda, así como el amplio y variado ofrecimiento probatorio el cual incluye el medio pericial.

Agregó que la lesión al derecho ambiental carece de patencia y no se presenta, en absoluto, como manifiesta.

Concluyó que no existe cabida para canalizar la pretensión ejercida en autos a través de la excepcional vía escogida, imponiéndose el rechazo de la acción de amparo promovida con expresa imposición de costas.

2. En el escrito recursivo, el Consorcio actor se agravia por la desestimación de la acción que promoviera.

Sostiene que la resolución recurrida desconoce la legitimación amplia de los artículos 41 y 43 de la Constitución Nacional para promover la acción de daño colectivo y los daños y perjuicios que subsume, retaceando el acceso a la jurisdicción sin restricciones y rechazando el amparo sin reconducir el proceso por otra vía conveniente.

Considera inexacto que el consorcio de propietarios carezca de legitimación para promover la acción constitucional, dado que ella excede el interés y derecho privativo de cada uno de los copropietarios.

Agrega que no es cierto que el administrador hubiera excedido el ámbito de su actuación, puesto que la decisión y voluntad de otorgar el mandato para promover la presente acción, fue conferida por decisión de la asamblea de copropietarios del edificio.

Alega que la interpretación del a quo afecta en definitiva la legitimación amplia que plasmó el constituyente de 1994 en los casos donde se encuentra amenazado el interés colectivo y la defensa de los derechos amparados por el art. 41 de la Constitución Nacional.

Destaca que la jurisprudencia ha dejado sentado que el administrador es el representante legal del consorcio como persona jurídica distinta de sus componentes, y que la acción incoada apunta a defender los intereses de todo el conjunto del consorcio en cuanto una construcción aledaña al edificio atenta contra la situación de hecho que antes gozaba.

Afirma que el administrador ha actuado en defensa de los intereses generales del consorcio, accionando contra quien, en forma abusiva, ha arremetido en perjuicio del edificio y ha desatado la necesidad colectiva de defenderse.

Sostiene que el a quo ignora a la hora de resolver la circunstancia de haber sido la asamblea de copropietarios la que decidió promover la acción de amparo ambiental, para lo cual otorgó expresas instrucciones al administrador a los efectos de su efectivización.

Advierte que si una organización no gubernamental o una sociedad de fomento o la propia Defensoría del Pueblo tienen legitimación para promover una acción de amparo ambiental, con más lógica debe reconocerse que el consorcio también puede ejercer los derechos en defensa del ambiente y de los intereses colectivos, en tanto, resulten afectados.

Agrega que el consorcio acciona en razón de una relación de vecindad en la que sufre un ataque en la seguridad del edificio y en defensa de un bien colectivo como resulta ser el ambiente, en su carácter de “afectado”.

Remarca que al ser constitucional el derecho cuya defensa propugna, la legitimación es para todos, incluso para aquellos sujetos que, como el consorcio actor, también tienen hoy calidad de personas jurídicas de derecho privado.

Entiende que la norma general de presupuestos mínimos ambientales prevé una flexibilización del proceso en sus aspectos formales respecto de quienes insten esta clase acciones y que no existe diferencia de capacidad alguna para vertebrar este proceso entre un particular y el consorcio del edificio. 

Sostiene que el a quo ha fallado extra petitum desde que ninguna de las partes demandadas planteó excepción de falta de legitimación.

Afirma que el pronunciamiento en crisis es incongruente, puesto que si bien niega la legitimación del consorcio, a posteriori, se introduce en el análisis de los presupuestos de admisibilidad de la acción, admitiendo de ese modo poco claro y confuso su legitimación, cayendo en abstracto –en la inteligencia del apelante- la cuestión apelada.

Sentado lo anterior, destaca que el amparo resulta ser la vía idónea para impulsar la pretensión dado la urgencia que requiere la cuestión planteada.

De la lectura de los antecedentes administrativos vinculados a la sanción de la ordenanza de excepción; de la inexistencia de fundamentos técnicos para apartarse del Código de Ordenamiento Territorial; y de la existencia de un acto legislativo a favor de la empresa constructora, remarca la presencia de arbitrariedad manifiesta en la conducta de las demandadas, y sostiene que ninguna de estas circunstancias fueron merituadas por el juez de grado.

El amparo –en su opinión-, está llamado a proteger con eficacia la variada gama de derechos o garantías  reconocidas por el texto constitucional, agregando que los jueces deberían hacer docencia marcando el camino para que la gente utilice las herramientas que el ordenamiento brinda y evitar, bajo pretexto de formas rituales, no pronunciarse sobre el fondo de la cuestión como ha sucedido en el presente, en donde, mientras sustanciaba esta acción se terminó de construir el edificio. 

Refiere que la intención del Constituyente de 1994 y del legislador en el espíritu de la Ley General del Ambiente N° 25.675 ha sido eliminar todo obstáculo y barrera procesal en la defensa de los derechos colectivos para mayor amparo de éstos por los Magistrados y el favorecimiento de la accesibilidad por los peticionantes, lo que se condice no sólo con la legitimación amplia sostenida por su parte sino también con la flexibilización de las formas procesales que pudieran frustrar ese fin.

Adiciona que el a quo cita precedentes de la Corte Nacional en donde se resalta el carácter excepcional del amparo, omitiendo considerar que ese mismo Tribunal ha procedido a reconducir la vía del amparo ambiental cuando ésta fuera impropia, por los cauces procesales adecuados.

Concluye que la sentencia contiene una interpretación estrecha y anticuada de la legitimación activa y la procedencia del amparo, desconociendo la doctrina y la jurisprudencia actual.

Advierte, en lo referente a la condena en costas, que el a quo se ha apartado de las reglas jurídicas elaboradas por la doctrina y jurisprudencia, en cuanto a la flexibilización del principio general que impone las costas al vencido.

Entiende que al tratarse de una acción que propugna la defensa de intereses colectivos, se impone el apartamiento de la regla general citada dado las circunstancias de la cuestión, la complejidad de los hechos y la relativa novedad de la cuestión debatida.

Resalta que en el caso se plantea una cuestión compleja que persigue enervar una ordenanza de excepción que, de convalidarse, tendrá efectos irreversibles sobre el marco normativo urbanístico de Mar del Plata.

Aduna que también resulta novedosa la cuestión en tanto se pone en tela de juicio la aplicación de uno de los instrumentos de gestión ambiental consagrados en la Ley General del Ambiente.

Explica que no hay osadía en la pretensión de defender el derecho a gozar de un ambiente sano, y que se está en presencia de un planteo justo.

Agrega que de la lectura de la sentencia no surge que se hubieran utilizado argumentos esgrimidos por las co-demandadas que justifiquen encuadrar el caso como una derrota procesal objetiva, y que el mismo fallo reconoce la complejidad del caso y un debate más extenso.

Concluye que castigar con una condena en costas a quienes han actuado en defensa de los intereses colectivos representa una injusticia y un mal antecedente para toda futura acción en defensa de los derechos consagrados en la Constitución y en la Ley General del ambiente.

3. Conferido por el a quo traslado de los fundamentos del recurso de apelación (cfr. fs. 1088), la co-demandada Sea View S.A. replica el memorial de agravios de la actora.

Liminarmente sostiene que el escrito no contiene una crítica razonada, concreta y precisa de las partes adversas del fallo, sino que resulta, –según su visión- un simple lamento, propio de quien ha obtenido una sentencia contraria a sus pretensiones.

Defiende el pronunciamiento del a quo resaltando que la amparista no ha logrado rebatir los sólidos argumentos de la sentencia, fundada principalmente en la doctrina legal de la S.C.B.A.

Remarca que la acción instada excede el mero interés y derecho subjetivo privativo de cada uno de los copropietarios, y que si bien puede aceptarse que el consorcio tiene personalidad jurídica, ella no implica que se pueda comprometer el patrimonio de cada uno de sus componentes.

Esgrime que no surge de los instrumentos agregados que cuente con autorización unánime expresa de los copropietarios para defender los intereses de todo el conjunto, y que tampoco se ha acreditado que la construcción del edificio Sea View atente contra la situación de la unidad de propiedad horizontal que representa el consorcio.

Aduna que no existe arbitrariedad en su conducta ni que resulte manifiesta, situación que –a su entender- reconoce la propia actora al proponer como necesario para acreditar tal circunstancia, una prueba pericial.

Puntualiza que la vía del amparo no es la idónea para instrumentar una aventura procesal, máxime cuando expresamente reconoce que el caso plantea una cuestión compleja.

Agrega que la condena en costas que contiene la sentencia debe mantenerse incólumne dado que la pretensión incoada resulta absurda y descabellada, por lo que el apartamiento de la regla del art. 68 del C.P.C.C. resulta improcedente.

Peticiona, por último, se confirme la sentencia recurrida y se impongan las costas de esta instancia a la apelante.

4. La restante co-demandada, Municipalidad de General Pueyrredon, replicó los agravios postulando la confirmación de la sentencia en todos sus términos (fs. 1096/1101).

Sostiene que la apelación introducida sólo contiene una disconformidad con el criterio del juzgador, no constituyendo una crítica razonada, concreta y precisa del fallo, apartándose por ende de los requisitos mínimos estatuidos en el art. 260 del C.P.C.C.

Resalta la inexistencia de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, desde que los actos municipales cuestionados han sido dictados conforme atribuciones reconocidas por la Ley Orgánica de las Municipalidades y por las Constituciones Nacional y Provincial.

Entiende que la propia amparista admite la inexistencia de arbitrariedad manifiesta al ofrecer entre otros medios probatorios, el pericial.  

Aduna que el pretendido daño ambiental no se ha podido probar, simplemente porque resulta inexistente.

Remarca que el caso versa sobre cuestiones de tal complejidad técnica que inhabilitan la vía del amparo, y que ha sido la propia amparista la que reconoce esta circunstancia ofreciendo una profusa prueba de imposible producción en el marco de la mentada acción constitucional.

Deben rechazarse –sostiene- por infundados los argumentos vertidos por el apelante en defensa de su legitimación, puesto que no resulta posible dar cabida a un actuar procesal de la administración del consorcio que importe el ejercicio de derechos que exceden el marco de la gestión que legal y estatutariamente le es acordada, trascendiendo hacia derechos de índole personal de cada uno de los copropietarios.

Adiciona, en lo referente a la imposición de costas, que el a quo sólo se limita a aplicar el art. 25 de la ley 7166 y el 68 del C.P.C.C. que sienta el principio de costas al vencido.

Pretender alegre y casi desesperadamente –según lo manifiesta- que las costas se impongan en el orden causado bajo el argumento de actuar en defensa de intereses colectivos, lleva al Consorcio a la contradicción de afirmar que el pleito es de suma complejidad, indirectamente reconociendo –con ello- que la vía elegida no es la idónea.

Solicita, por último, que la sentencia sea confirmada en todos sus términos y se impongan las costas de esta instancia a la agraviada. 


II. El recurso no puede prosperar.


1. Si bien el examen oficioso de la legitimidad exige un uso prudencial por parte de los magistrados (cfr. S.C.B.A. causa Ac. 89.068 “Flores”, sent. del 18-VII-2007 –del voto del doctor Soria-), practicar dicho examen no violenta el principio de congruencia en tanto la legitimación constituye un requisito esencial de la acción (cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 59.662, sent. de 21-IV-98; Ac. 82.123, sent. de 14-IV-2004 –por mayoría-). Por tanto, el agravio que sobre tal cuestión porta el recurso aquí examinado, no es de recibo.

2. Sentado lo anterior, liminarmente he de destacar que en materias como la aquí debatida en las que se pone en juego las reglas y fines que, con sentido eminentemente protector, instituyó el régimen constitucional al consagrar derechos, atribuciones y deberes fundamentales, en la cláusula del art. 41 de la Constitución nacional, como en su similar contenida en el art. 28 del texto de la Provincia de Buenos Aires, el rol del sujeto activo debe admitirse con flexibilidad y amplitud, no sólo por aplicación del principio de accesibilidad jurisdiccional que se garantiza por el art. 15 de la Constitución local, sino también porque la experiencia jurídica muestra que los conflictos urbano ambientales involucran normalmente tanto a quienes dan testimonio de un menoscabo en sus derechos individuales, como a quienes, formalmente agrupados o no, enarbolan la afectación de intereses pluri–individuales, colectivos o de incidencia colectiva en general (cfr. argto. S.C.B.A. Causa B. 64.464 “Dougherty”, sent. de 31-III-2004).

Bajo tal criterio flexibilizador, advierto que el Consorcio actúa de conformidad con lo dispuesto en la asamblea del día 30 de marzo de 2007 (fs. 115/119), en donde los copropietarios aprobaron el inicio de acciones legales contra la Municipalidad de General Pueyrredon y la firma Sea View S.A. Y con sustento en lo resuelto en la mencionada asamblea, el administrador concedió poder especial a los profesionales aquí intervinientes, para dar inicio a la pertinente acción judicial.

No existe óbice para que la asamblea –en calidad de órgano soberano del ente creado por la ley 13.512- adopte las medidas que estime pertinentes para proveer a la defensa de la comunidad, si ésta considera menoscabada –de alguna forma- la situación jurídica que detenta (arg. doct. Cámara Nacional de Apelación en lo Civil y Comercial, sala G, in re “Sein Mariano y otros c/ Consorcio Prop. Boyacá 520”, sent. de 05-08-2003, La Ley 2003-F, 564).

En tal marco y conforme la documental adunada, la legitimación del Consorcio para promover la presente acción prima facie, puede tenerse por válida, en cuanto al planteo urbano-medio ambiental que conforma parcialmente el objeto de la acción, no así respecto de los potenciales perjuicios que particularmente puedan sufrir o haber sufrido las unidades funcionales que lo conforman (cfr. escrito de inicio, prueba ofrecida, apartado XV, punto C, subp. a), renglón 5 y 6; subpunto g), aunque tal cuestión será tratada al referirme al objeto posible del amparo. 

3. Despejado el interrogante relativo a la legitimación procesal, cuadra analizar los agravios volcados en torno a la ausencia de los presupuestos de admisibilidad de la acción, carencia en que se fundara el a quo para desestimar la demanda.

Si bien es cierto que en materias como las que nutren el caso en debate, se ha propugnado una visión amplia a la hora de efectuar el análisis de los presupuestos de procedencia del amparo (cfr. doct esta Cámara in re A-303-DO0 “Ventoso” sent. de 22-IV-2008) persiguiendo que el texto constitucional pueda cumplir sus altos objetivos en forma rápida y eficaz en pleitos donde se invoca, no sólo un cercenamiento de derechos de incidencia colectiva, sino además el quebrantamiento de la legalidad ambiental (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 65.158, “Burgues”, res. 30-IV-2003), no menos cierto resulta que cuando difícilmente puedan configurarse tales presupuestos por las particularidades del propio caso analizado, el amparo debe desestimarse como vía idónea para ventilar el pleito. 

Desde tal mirador, cuadra recordar que el remedio constitucional debe admitirse cuando otras vías jurisdiccionales no se muestren idóneas para tutelar los derechos invocados, sin daño grave e irreparable para los accionantes (doct. arts. 43 y 75 inc. 22, C.N.y 20 inc. 2° y 11 Const. Pcial.), resultando carga ineludible de quien articula el amparo precisar y probar que, para el particular planteo incoado, los restantes carriles procesales diseñados por el legislador local no resultan eficaces para la obtención de la protección y tutela requerida (cfr. doct. esta Cámara in re A-416-MP0 “Ledesma”, sent. del 17/04/2008).

El alegado cercenamiento de la legalidad urbano–ambiental, y el impacto que ello puede haber causado sobre la situación jurídico-fáctica que gozaba el Edificio Casablanca tal como lo describe el Consorcio actor en su presentación de fs. 215/261, traslada la cuestión a dirimir en el sub examine a un ámbito procesal donde se permita una mayor investigación de los hechos y una amplia producción de prueba, posibilidad que escapa a la que comúnmente resulta ser el espacio reservado para el remedio constitucional intentado. 

Es que el amparo debe emplearse en situaciones en que ocurrir por alguno de los cauces ordinarios represente una alternativa gravosa (cfr. argto. S.C.B.A. causa B 64.991 “Torres”, res. de 5-II-2003) mas no cuando lo involucrado en el objeto de la acción constitucional conlleve sustituir los carriles ordinarios (y con ello la especialización de la judicatura como podría ocurrir en casos como el analizado), sin que mínimamente resulte patentizado por el actor lo dificultoso y altamente inconveniente de ventilar el conflicto en el marco de las vías ordinarias.

No me desentiendo del argumento del amparista sobre las razones que lo llevaron a descartar la utilización, en el caso, de la vía ordinaria (cfr. fs. 247). 

Empero, como ya lo ha sostenido esta Cámara (cfr. causa A-511-MP0 “Guacars S.A.”, sent. de 03-VI-2008), la razonable prolongación de los procesos jurisdiccionales ordinarios no lleva, sin más, a admitir la procedencia del amparo, en tanto aquella circunstancia sólo es la situación común a la que se enfrenta toda persona que peticiona el reconocimiento de sus derechos (argto. S.C.B.A. causa B. 66.693 “Recovering”, sent. del 6-VII-2005). Y la argumentación que el Consorcio actor brinda apuntalada en tal eventual tardanza no resulta –por sí sola- una justificación atendible para convalidar la opción por la vía del amparo, en vez de la elección de accionar por el proceso contencioso administrativo articulando algunas de las pretensiones contenidas en el art. 12 del C.P.C.A. juntamente con el amplio espectro cautelar previsto en dicho ordenamiento.
Atendiendo a ese exclusivo fundamento volcado por quien acciona, la exclusión del amparo que hiciera el juez de grado al sostener la existencia de otros recursos judiciales con aptitud comprobada para el tratamiento de la problemática aquí planteada, no constituyó ni una apreciación meramente ritual e insuficiente, ni una mera ordenación o resguardo de competencias (arg. a contrario doct. C.S.J.N. in re S.2508.XL. “Sandez, Lidia Ana c/Estado Nacional – ANSeS”, sent. de 11-12-2007 –del Dictamen de la Procuración General-).

La compleja actividad probatoria (que incluye una pericial de arquitectura y un dictamen técnico por parte de la Facultad de Arquitectura y Urbanismo de la Universidad Nacional de Mar del Plata) demuestra que la cuestión debatida en el presente proceso trasciende el campo de lo patente y manifiesto, requiriéndose un agudo, trabajado y concienzudo análisis del marco fáctico-técnico-jurídico implicado en la causa, según las pretensiones que conforman el planteo actoral.

Así, no sólo el amparo luce inidóneo en la especie, sino que los procesos ordinarios aparecen como –prima facie- más aptos para que las partes puedan alegar y probar todos y cada uno de los hechos y circunstancias que permitan dilucidadr la existencia o inexistencia de la denunciada conculcación de derechos. 
Para más, tal laborioso examen –impropio de la acción intentada, reitero- sólo arrojaría como resultado una declaración judicial meramente testimonial, desde que tres de las pretensiones que porta el amparo ya no podrían materializarse frente a la terminación de la obra (hecho denunciado por la amparista en su memorial de agravios) y las restantes (compensación económica subsidiaria y reparación de la pérdida del valor venal de las unidades) no puede tener cabida en el marco de esta acción, la que por regla, no es adecuada para efectuar reclamos patrimoniales (cfr. argto. C.S.J.N. Fallo 316:318; S.C.B.A. causa B. 66.693 “Recovering”; sent. De 6-VII-2005), además de importar una de ellas el ejercicio de pretensiones individuales diferenciadas de cada copropietario, para lo cual la legitimación invocada no alcanzaría para darle trámite, tal como lo anticipara en el punto 1 del presente apartado. 

Desde tal atalaya, tampoco pasa inadvertido que los planteos urbano-medioambientales articulados en el amparo y las consecuentes pretensiones de paralización de la obra y restitución del entorno, carecieron del eminente carácter preventivo (esencia de toda articulación judicial en amparo en pos del mantenimiento del contexto ambiental). Es que al momento de la iniciación del proceso (10-V-2007, cfr. cargo fs. 261 vta.), la antigua casa Espósito ya había sido -casi en su totalidad- demolida (cfr. documental de fs. 163/184) y los trabajos de excavación y cimentación del futuro edificio se encontraban en estado avanzado de ejecución (cfr. documental de fs. 209, por referencia de fs. 257 vta.).

En casos como el sub examine el amparo debe presentarse como el medio por el cual la judicatura pueda ordenar ciertas medidas para prevenir daños mayores al entorno difícilmente reversibles, en tanto ello es el criterio directriz para actuar en materia ambiental (cfr. S.C.B.A. causas Ac. 60.094, "Almada", sent. de 19-V-1999; Ac. 77.608, "Ancore S.A.", sent. de 19-II-2002; B. 57.805, "Sociedad Anónima Garovaglio y Zorraquin", sent. de 26-IX-2007). 
Fuera de tales supuestos, si la pretendida restitución del entorno afectado conlleva la adopción de remedios que, por sus potenciales consecuencias económicas, tornan más gravoso lo primero en vez de una posterior razonada compensación en dinero a los afectados por los daños efectivamente producidos y comprobados, el amparo no es el camino procesal adecuado. 

Reiteradamente se ha dicho que el amparo es una herramienta útil, pero no para cualquier situación" (cfr. doct. S.C.B.A. causas B 59.168 “Riusech”, sent. de 16-II-1999; B 57.465 “Pedraja”, sent. de 29-VIII-2001; B 62.257 “Herrera”, sent. de 03-X-2001; B 64.413 “Club Estudiantes de la Plata”, sent. de 4-IX-2002; B 64.866 “Chaves”, sent. Del 15- VIII-2007; B 65.861 “Circulo Jubilados y Pensionados del Banco de la Provincia de Buenos Aires”, sent. de 10-X-2007).

En atención a todo lo señalado precedentemente, el planteo articulado en esta causa y sus consecuentes pretensiones desbordan el cauce de esta vía constitucional. El Consorcio o –en su caso- los copropietarios a título individual podrán acceder a la tutela judicial de los derechos que denuncian menoscabados, mediante la articulación de otros remedios procesales en la medida que aquéllos no hayan sido alcanzados por los plazos de caducidad y/o prescripción. 

Concluyo entonces dando razón al juez de grado en torno a la inidoneidad de la vía intentada, sin que los agravios expresados por el apelante conmuevan los cimientos del pronunciamiento atacado.

4. Resta tratar el agravio relativo a la imposición de costas y el consecuente pedido del recurrente de la eximición de condena. 

Aduce que la cuestión planteada presenta el carácter de compleja y novedosa, y por ende debió el a quo apartarse de la regla que rige en la materia.

No comparto tal punto de vista. 

Determinar cuándo un litigante resulta vencido en los términos del art. 25 de la ley 7166 constituye una cuestión circunstancial y casuística (cfr. argto. S.C.B.A. causa Ac. 62.150 sent. de 28-V-1996) y en el sub examine no encuentro elemento alguno que permita modificar lo resuelto por el a quo.

El hecho objetivo de la derrota es el fundamento en el que se apoya el principio general de imposición de costas, y la condición perdidosa del Consorcio resulta irrebatible en tanto no concurren ninguna de las circunstancias que autoricen a apartarse del principio establecido en el art. 25 de la ley 7166, ni en lo referente a la complejidad de los hechos, ni en cuanto a la pretensa novedad que plantea la cuestión, y mucho menos que la condena en costas que porta la sentencia cuya confirmación se propicia devenga injusta o un mal antecedente para toda futura defensa de derechos constitucionales como los invocados en el presente caso.

Sobre cuestiones como las aquí analizadas, en la que se plantea el quebrantamiento del ordenamiento jurídico–ambiental y la necesidad de dar cumplimiento a los presupuestos de admisibilidad de la acción de amparo existe copiosa jurisprudencia (cfr. C.S.J.N. “Provincia de San Luis c/ Concejo Vial Federal”, sent de 27-03-2007; S.C.B.A. causaa Ac. 73.996 “Sociedad de Fomento Cariló”, res. de 29-V-2002; B. 64.464 “Dougherty”, sent. de 31-III-2004;) por lo que el caso dista de ser “novedoso”. 

Mal antecedente resultaría, entonces, apartarse del principio general fijado en el art. 25 de la ley 7166 cuando la acción ha sido rechazada por su patente inidoneidad. 

Y frente a tal circunstancia, en nada modifica el resultado que la conducta del accionado no haya sido osada, desde que tal nota no resulta ponderable en la especie, como sí podría serlo en el marco de proceso contencioso administrativo, cuando se la patentiza para rebatir un pedido de apartamiento de la regla general fijada en el art. 51, inciso 1° del C.P.C.C. (cfr. doct. esta Cámara in re A-503-DO0 “Chimento”, sent. 22-V-2008).

Por tanto, juzgo que también debe confirmarse el fallo apelado en esta parcela. 

III. Por lo expuesto, propongo rechazar el recurso de apelación y confirmar la decisión del juez de grado en cuanto dispuso no hacer lugar a la acción de amparo con expresa imposición de costas al vencido. Las costas de esta alzada deberían imponerse a la parte actora en su carácter de perdidosa y por haber mediado contradicción (arts. 25 ley 7166 y 68 C.P.C.C.).

Voto por la negativa.


La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota la misma cuestión planteada por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 





SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto, confirmando –en consecuencia- la sentencia apelada en cuanto desestimó la acción de amparo interpuesta e impuso las costas a la vencida (arts. 20 inc. 2° Const. Prov.; 2, 9, 25 y ccds. ley 7166). Costas de esta alzada a la apelante vencida (art. 25 de la ley 7166, art. 68 del C.P.C.C.).

2. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad. (art. 31 decreto ley 8904/77).

     Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo. María Gabriela Ruffa, Secretaria.

